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Tensiones y reflexividad en la aproximación
antropológica a la política indigenista

Miradas

Resumen

A pesar de los cambios ocurridos tanto en la formación como en las incumbencias de los antropólogos,
persiste en el imaginario social la idea de que los “problemas culturales”, y específicamente aquellos
relativos a los pueblos originarios, conforman nuestro campo de trabajo “natural”. Uno de los ámbitos
en los que suele haber una demanda para el aporte de conocimiento antropológico es el de la política
indigenista, o política pública indígena. La demanda proviene, por un lado, de la agencia estatal, en
virtud de los nuevos marcos normativos que, al establecer mecanismos de consulta y participación,
auspician la intervención de profesionales relacionados con la temática. Por otro lado, las nuevas gene­
raciones de dirigentes o miembros activos de los pueblos originarios conocen, interactúan con, y a ve­
ces demandan la colaboración de, los antropólogos en aquellos temas que les resultan sensibles y que
permiten el trabajo en colaboración. En este artículo ponemos en cuestión la pertinencia de la noción
de “antropología aplicada” en esta clase de acercamientos. A la vez, planteamos la importancia de la
reflexividad en el quehacer de la antropología llamada “aplicada” tanto como en la “investigación pu­
ra”, para esclarecer y prevenir las tensiones provenientes de las expectativas que los otros sectores in­
tervinientes tienen acerca de la intervención antropológica.

PALABRAS CLAVE: Indigenismo; Política indigenista; Participación; Colaboración; Reflexividad

Tensions and reflexivity in the anthropological approach to the indigenist policy

Abstract

Despite the changes that have occurred both in the training and in the areas of competence of the anth­
ropologists, persists in the social imaginary the idea that "cultural problems", and specifically those re­
lating to indigenous peoples, make up our "natural" field. One of the areas where usually there is a de­
mand for the contributions of anthropological knowledge is that of the indigenist policy, or indigenous
public policy. The demand comes, on the one hand, from the State’s agencies; this is due to the new re­
gulatory frameworks that, inasmuch as they establish mechanisms for consultation and participation,
cause the intervention of professionals related to the theme. On the other hand, the new generations of
leaders or active members of indigenous peoples know, interact with, and sometimes require the colla­
boration of anthropologists on issues that are sensitive to them and allow the collaborative work. In
this article, we question the relevance of the notion of "applied anthropology" regarding this kind of
approaches. At the same time, we suggest the importance of reflexivity in the works both of the so­ca­
lled "applied" anthropology and of the "pure research", to clarify and to prevent the tensions that emer­
ge from expectations that the other involved sectors have about anthropological intervention.
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Desde sus inicios, la Antropología fue dis­
tinguida entre las ciencias sociales por
su interés en la diferencia intraespecífi­

ca y por su búsqueda nunca satisfecha de un mé­
todo capaz de abordar tal diferencia. A medida
que transcurrió el tiempo, las preferencias fueron
deslizándose desde la diferencia biológica (a la
que se atribuía capacidades explicativas de la
evolución humana, así como justificativas de la
desigualdad entre poblaciones), hacia la diversi­
dad en términos sociales, políticos, culturales,
simbólicos, económicos, ecológicos. La antropo­
logía se desarrolló y se fue especializando a
través del rastreo de la diferencia, en tanto ima­
gen especular o negativa de su propia fuente
epistemológica.

Hace décadas se generalizó la expresión “el
otro”, como síntesis bastante ambigua de todas
las diversidades posibles: el contacto con el otro,
la imagen del otro, el “otro cultural”. Los estu­
dios que buscaban unir el foco sobre estos
“otros” con la investigación de los propios esta­
dos neocoloniales, hablaron de “otros internos”
(Segato, 2007). A la vez, a lo largo del último si­
glo la antropología fue cambiando su eje desde
la diversidad entendida en términos étnicos y
localizada en las periferias del imperio occiden­
tal, hacia una miríada de diversidades localiza­
das en el corazón de occidente y definidas en
función de su distancia con los grupos hegemó­
nicos del capitalismo. Esta nueva diversidad de
diversidades repuso la pregunta por “el otro”,
luego de un período crítico en la que la denuncia
por el origen imperial de la disciplina observó y
acicateó el hallazgo de coincidencias con otras
complicidades epistémicas más perdurables
(Restrepo, 2012). Ahora sí, la preocupación por
“el otro” en antropología ya no significa un cam­
po acotado de estudio sino un modo de abordar
una realidad que es diversa a pesar de las ten­
dencias hegemónicas globales, haciendo de la
conciencia de esta diversidad un método y una
advertencia. En momentos en que el discurso
gubernamental anuncia que “La Patria es el
Otro”, el Estado hace propia una lectura de la
ciudadanía que, aunque no define los ejes de la
otredad, favorece sin duda una representación de
lo social capaz de subvertir la dicotomía civili­
zación / barbarie sobre la que se fundó una gran
parte de las políticas sociales a lo largo del últi­
mo siglo.

A pesar de ello, perdura en el imaginario social
un concepto de la antropología como el estudio
de las “culturas exóticas”. Entonces, no es ex­
traño que la demanda social de antropólogos se

produzca más en relación a problemáticas defi­
nidas como “culturales” que a muchas otras pa­
ra las que la antropología también tiene expe­
riencia suficiente. En los estados nacionales
surgidos de procesos de descolonización, las
“culturas exóticas” –valga el oxímoron­ son aso­
ciadas invariablemente a los llamados pueblos
originarios, con quienes también se asocian los
“problemas culturales” planteados en términos
de deficiencia, inercia, carestía o incapacidad.

Dentro del espectro de los “problemas cultura­
les” que un antropólogo puede ser llamado a re­
solver en relación a pueblos originarios, está el
de las políticas indigenistas, muchas veces lla­
mada “política indígena” en los discursos estata­
les.1 Se trata del cuerpo normativo y discursivo
mediante el cual el Estado (nacional, provincia­
les, locales) administra las relaciones interétni­
cas, surgidas tras los procesos de colonización,
descolonización, expansión estatal y expropia­
ción territorial, con los pueblos originarios, es
decir aquellos grupos preexistentes a dichos pro­
cesos y que fueron afectados por ellos.

Entonces, esta “política”, cuando nos referimos
a la temática de los pueblos originarios, ya viene
predefinida desde un corpus discursivo que en el
caso de nuestro país, desde hace un siglo y me­
dio abreva en algunos escasos conceptos so­
ciológicos, y especialmente en concepciones del
“problema indígena” surgidas en otros ambien­
tes, como el militar o el religioso y más reciente­
mente el indigenismo de ONGs y “think­tanks”.
A mediados del siglo XX, con las gestiones lla­
madas desarrollistas, se inicia una demanda algo
más sistemática por parte del Estado, de profe­
sionales de las ciencias sociales, incluyendo a
los antropólogos (Lenton, 2005 b). A la vez, per­
dura un modelo de gestión de la temática indíge­
na que incluye la extracción de sus funcionarios
del riñón de las oficinas de desarrollo social, con
una alta rotación de figuras y baja formación es­
pecífica, situación que se repite en los corres­
pondientes organismos provinciales. En este
marco, son relativamente pocos los antropólogos
que han sido convocados para constituir el per­
sonal experto de estas agencias, y mucho menos
para dirigirlas. Esto no impide sin embargo, que
exista una creciente demanda de conceptos y en­
foques antropológicos, aplicados –a menudo
después de un “lavado”­ por agentes estatales no
antropólogos.

A despecho de tantas profecías que auguraban el
fin de la antropología cuando llegara el ineludi­
ble final de su objeto de estudio, los otrora obje­
tos de estudio no sólo no se extinguieron, sino
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que las nuevas generaciones de dirigentes o
miembros activos de los pueblos originarios co­
nocen, interactúan con, y a veces demandan la
colaboración de, los antropólogos en aquellos te­
mas que les resultan sensibles. Si bien en cierta
medida es todavía una tarea pendiente el desar­
mar la desconfianza que supimos conseguir, creo
que el compromiso de nuestra disciplina con la
búsqueda de realidades sociales diversas, a la
que aludimos más arriba, y especialmente, el
método etnográfico caracterizado como la voca­
ción de escucha de la percepción de ese “otro”,
resulta valorado positivamente en la nueva cons­
telación de relaciones entre agencias estatales y
no estatales, profesionales o “técnicos”, y secto­
res –“originarios” o no­ que pugnan por la repre­
sentatividad de los pueblos originarios.

Los modos más adecuados de trabajar desde la
antropología en políticas relativas a pueblos ori­
ginarios son hoy aquellos que incluyan y puedan
identificarse con diferentes formas de colabora­
ción con las personas referidas en el estudio
(Briones y Lenton, 2015; Rapaport, 2000, Sega­
to, 2010). Si bien pocas veces la estructura bu­
rocrática permite implementar espacios y tiem­
pos de diálogo genuino (Echeverri, 2004), como
antropólogos podemos reservarnos la potestad
de reclamar por la presencia y la valoración de
los aportes de aquellos “otros”, no sólo porque
lo requiere la legitimidad de las decisiones que
se tomen, sino porque es indispensable en térmi­
nos metodológicos. Se requiere para esto un tra­
bajo más amplio de explicitación de nuestro tra­
bajo como cientistas sociales, para despegarnos
de la imagen popular del científico como alguien
que “ya sabe” y que sólo debe volcar un conoci­
miento ya adquirido, y afirmar en cambio la idea
del trabajo científico como tarea de construcción
de conocimiento, y más aún, de construcción en
colaboración con otros.

Nos ayudan en este sentido algunos elementos
del contexto reciente. En primer lugar, que como
referimos antes, la legitimidad de las políticas
relativas a pueblos originarios requiere, en virtud
de normativas como el Convenio 169 de la OIT
y otras de rango constitucional, la consulta pre­
via a los pueblos originarios a través de sus ins­
tituciones representativas. Esto implica para el
Estado la necesidad u obligación de crear conse­
jos, mesas de diálogo, equipos técnicos, comi­
siones, etc., en la búsqueda de efectivizar el es­
quivo “consentimiento” indígena, y es en estas
oportunidades donde se produce por lo general,
la demanda estatal de antropólogos que “inter­
preten” u “ordenen” el caos para que sea digeri­

ble por la administración. Si la agencia estatal
intenta obviar los mecanismos de consulta, serán
los representantes de los pueblos originarios
quienes demanden su cumplimiento. Efectiva­
mente, la cláusula de la consulta previa goza de
una gran aceptación entre la agencia indígena, y
casi en la misma proporción, la intervención de
antropólogos para su implementación.

En segundo lugar, por fuera de la necesidad del
Estado de cumplir con la consulta, existe en los
últimos tiempos una importante apropiación por
parte de la dirigencia indígena, de conceptos
provenientes de las ciencias sociales, consecuen­
cia en gran parte del acceso a la educación supe­
rior de una cantidad creciente de jóvenes origi­
narios,2 pero también de la lectura voluntariosa y
“amateur” de trabajos académicos que llegan a
las comunidades, barrios o familias. Nociones
como descolonización, visibilización / invisibili­
zación, genocidio, expropiación capitalista, te­
rritorialización, homogeneización, y otros, son
parte del vocabulario usual de las nuevas gene­
raciones (y muchos ancianos) indígenas aun
cuando la escolaridad sea escasa y breve, y son
también objeto de reformulación crítica (Ramos,
2007).

Esta situación ha creado nuevos lazos entre re­
presentantes de pueblos originarios y antropólo­
gos, ya que se posibilita y se reclama un lengua­
je común que ayude a superar la vieja distancia
entre investigador e investigado. En algunos ca­
sos, son los antiguos investigados los que de­
mandan o motorizan la creación de nuevos con­
ceptos –por ejemplo, el de daño cultural (Lenton
2008)­ para adecuar la batería conceptual acadé­
mica a sus realidades específicas y a su percep­
ción específica de las mismas.

En tercer lugar, algunos estados de nuestra re­
gión han iniciado un proceso de reforma –lidera­
do por Bolivia y Ecuador, con distinta suerte­
por el cual, en mayor o menor medida, se incor­
poran a la propia estructura estatal conceptos y
prácticas que suelen ser denominados “intercul­
turales”. Por ejemplo, se ha prestado mucha
atención al llamado “buen vivir” y su equivalen­
te en diferentes lenguas originarias, que resume
no sólo la descripción holística de una forma de
vida pretendida que sintetiza normas y prácticas
ecológicas, económicas, políticas, simbólicas,
incluyendo las relaciones de género, y concebida
en oposición al modelo hegemónico occidental
capitalista, sino una toma de posición política
activa antisistema y por lo tanto capaz de aliarse
políticamente con otros sectores antisistema de
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occidente.

Este contexto ha resultado favorable a la inser­
ción de antropólogos en espacios de debate don­
de el lenguaje del buen vivir encuentra sintonía
con el discurso antropológico, siendo especial­
mente valorados ciertos enfoques, como los lla­
mados giro decolonial (Castro­Gomez y Grosfo­
guel, 2007) y giro ontológico (Stolcke, 2011;
Tola, 2012).

Por todo lo dicho, creo que no es correcto en es­
ta temática hablar de “antropología aplicada”,
dado que en general, se trata de espacios de in­
vestigación, debate y reformulación, más que de
aplicación de un conocimiento previamente ad­
quirido. En ese sentido, me permito plantear mis
dudas sobre la pertinencia de esta diferenciación
en cualquier “rama” de la antropología. Y más
aún, en el campo de la administración de la polí­
tica indigenista se evidencia que está todo por
hacerse. Tal vez la expresión “antropología y
gestión” pueda reservarse para quienes ocupan
cargos ejecutivos, entendiéndose que se trata de
espacios donde, mientras se realiza investiga­
ción, se bajan decisiones políticas antropológica­
mente sustentadas.

El juicio crítico desde la observación antropoló­
gica sobre la gestión de la política indigenista re­
sulta casi siempre negativo, tanto a nivel de las
teorías como de las metodologías implicadas. A
pesar de la contribución de cierto número de an­
tropólogos tanto en agencias estatales3 como no
estatales (ONGs, Fundaciones, e inclusive orga­
nizaciones de inspiración o compuestas por indí­
genas), la estructura burocrática y los objetivos
de corto o mediano plazo de dichas instituciones
(Ramos, 1994) parecieran “devorar” las posibili­
dades de ejecución de una política indígena re­
flexiva.

En contraste, son escasos los estudios realizados
desde las ciencias sociales sobre los discursos,
prácticas, estructuras e historia de estas agen­
cias.4 Sin una ampliación de los estudios sobre
las agencias que intervienen en la política indi­
genista, entonces, la argumentación crítica suele
otorgar a dichas instituciones un tratamiento de
“caja negra”, por el cual se ignoran sus procesos
internos, su relación con otras agencias y acto­
res, y se les atribuye un homogéneo rol de con­
solidación o contestación –según el caso­ de las
políticas oficiales. Se desconoce su propia im­
pronta, y la especificidad de instituciones que
atravesaron con suerte dispar las últimas décadas
de la historia argentina (Lenton, 2014).

Desafíos éticos en un caso reciente de in­
tervención antropológica.

En noviembre de 2015 culminó un proceso judi­
cial que, aunque se desarrolló en la provincia de
Neuquén, obtuvo gran repercusión nacional e in­
ternacional durante los tres años en los que se
extendió. En el mismo se hallaban imputados
por daño agravado tres conocidos militantes
políticos del pueblo mapuche de la zona centro
de la provincia, aunque una de ellos recibió
además una acusación por homicidio en grado
de tentativa, que podría haber significado una
condena de hasta quince años de cárcel efectiva.

Si bien por cuestiones de espacio no es posible
abundar en detalles,5 es importante al menos de­
jar en claro tres elementos: primero, que el pro­
ceso judicial ha sido consecuencia de un conflic­
to de muy larga data en la zona, que enfrenta a
las comunidades mapuche con las compañías
mineras y petroleras y sus aliados en la política,
la policía y la justicia (Lenton, 2008); segundo,
que los daños y heridas referidas –y que llevaron
a la acusación de intento de homicidio­ son las
que recibió una empleada del Poder Judicial de
la provincia al ir a notificar a la comunidad Win­
kul Newen que debían permitir el ingreso a su
territorio de los vehículos y maquinarias de la
empresa petrolera Apache, situación que se des­
bordó hasta que la comunidad reaccionó lanzan­
do piedras contra los vehículos de la empleada y
de los policías y miembros de la empresa que la
acompañaban; y en tercer lugar, que siendo lógi­
camente imposible conocer el autor del lanza­
miento de cada piedra y específicamente la que
lastimó a la oficial, la querella y la fiscalía en
conjunto decidieron acusar a los tres dirigentes
más conocidos del grupo de mapuches que se
hallaba en el lugar, a quienes tanto esta empresa
como otros representantes del establishment vie­
nen desde hace años intentando acallar de todos
los modos posibles. Esta decisión evidenció no
sólo la connivencia entre la fiscalía y el sector
petrolero, sino también la impunidad con la que
el poder señala objetivos a destruir dentro de los
sectores menos privilegiados. Habiendo ya ter­
minado el proceso judicial, estamos en condicio­
nes de afirmar que la costumbre de ganar impu­
nemente le costó caro en este caso a la fiscalía, a
la empresa petrolera y a la querellante que quedó
sin satisfacer su demanda, ya que el cuidadoso
trabajo de contrahegemonía realizado por estos
militantes mapuche y las organizaciones y enti­
dades que los apoyaron6 obligó al Tribunal de
Zapala a revisar los estereotipos sobre los que
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normalmente se imparte justicia. En el proceso,
pudo probarse la politicidad de la acusación en
el contexto del conflicto mapuches­petroleras, la
desaprensión con que el poder judicial y policial
amenaza a las comunidades en sus territorios, y
en este caso particular, que no había evidencias
realistas acerca de la intención homicida de la
principal acusada, ni siquiera de la acción que le
atribuyeron (lanzar una piedra al rostro de la em­
pleada judicial). El juicio oral terminó con la ab­
solución de los tres acusados, decidida, por pri­
mera vez en el país, por el veredicto de un
jurado popular compuesto en un 50 % por ciuda­
danos locales autoadscriptos como mapuches.

La razón de la intervención de este jurado tan
particular (que rápidamente fue definido por el
tribunal y por la prensa como “intercultural”)
debe hallarse, en primer lugar, en el código pro­
cesal neuquino, que prevé, junto con los juicios
orales y la participación de jurados populares en
los casos que impliquen la posibilidad de una
pena de cárcel prolongada, que al menos la mi­
tad de los miembros del jurado correspondan al
mismo “entorno sociocultural” que el acusado.
Pero también debe adjudicarse a la rápida reac­
ción de los abogados defensores, que en acuerdo
con sus defendidos, buscaron y lograron alejar el
proceso del marco del “delito común” para ex­
plicarlo en función de las conflictivas e injustas
relaciones interétnicas en la región.

Y aquí es donde aparece la demanda de antropo­
logía, en un caso que, si bien no parece repre­
sentativo de la antropología de gestión, y no se
direcciona aparentemente a la política indigenis­
ta, tiene relación con la forma en que el Estado,
en este caso a través de uno de sus poderes, ad­
ministra y dispone de la suerte de una parte de
sus ciudadanos, caracterizados como aquellos
Otros, cada vez menos pasivos, y lo realiza
echando mano a todos los recursos económicos,
físicos y simbólicos que suelen darse lugar en la
relación desigual entre sectores “propietarios” y
pueblos originarios expropiados.

Mi primera intervención en este proceso, a me­
diados de 2014 y a pedido de la defensa,7 consis­
tió en la exposición en audiencia pública de las
características de la lengua del pueblo mapuche,
el mapuzugun, dado que el mismo quedó en el
centro de una polémica entre las partes. Mientras
la defensa de los mapuche solicitaba la interven­
ción de un intérprete de mapuzugun para cumplir
con la pauta de interculturalidad que el nuevo
código procesal de la provincia, y varias norma­
tivas internacionales, garantizan frente a la di­
versidad cultural, la querella señalaba que los

imputados “no necesitaban” el intérprete, ya que
hablan castellano, y negando en sí mismo el
carácter de “idioma” del mapuzugun para ex­
cluirlo de las disposiciones legales. En concreto,
el abogado querellante –un pretendido “experto”
en cuestiones “araucanas”­ recorrió audiencias y
medios de comunicación locales asegurando que
el mapuzugun en realidad es un dialecto, que
nunca fue un idioma completo, que consta de
unas pocas palabras, que no está en uso, y prin­
cipalmente, que sería imposible traducir “los
conceptos más profundos del derecho” a un len­
guaje tan primitivo. Además, rechazando las de­
mandas de interculturalidad de la defensa, la
querella expresó “advertencias” a la ciudadanía
acerca del carácter vengativo, poco objetivo,
etc., de la “justicia indígena”, desconociendo la
práctica jurídica tradicional del Nor Feleal para
equiparar en cambio a la justicia mapuche con la
Ley del Talión y los linchamientos.

Mi intervención entonces no representó, para mí
misma, un dilema ético ni ideológico, ya que se
trató de explicar al tribunal de Zapala las claves
para identificar un idioma; la definición de dia­
lecto; la caracterización hecha del mapuzugun
como un idioma complejo y rico en géneros
lingüísticos propios, tanto por cronistas clásicos
como por investigadores posteriores; la presen­
tación de datos oficiales acerca de la vitalidad de
la lengua materna hoy, tanto en el campo como
en las ciudades; y los alcances de la justicia tra­
dicional representada en el Nor Feleal. Los tres
jueces que componían el tribunal se mostraron
especialmente interesados en saber si sería posi­
ble ubicar intérpretes de mapuzugun, para des­
cartar que se tratara de una maniobra dilatoria, y
finalmente fallaron a favor de la demanda de la
defensa, es decir, reconociendo la pertinencia de
un intérprete y disponiendo su convocatoria para
las audiencias siguientes.

Meses después, la defensa solicitó nuevamente
mi intervención como “testigo de concepto” para
describir las prácticas funerarias mapuche, dado
que parte de sus argumentos se relacionaban con
la situación especial que la comunidad atravesa­
ba en el momento de los hechos, ya que el en­
frentamiento se había producido durante el ri­
tual del entierro de una beba, sobrina de dos de
los imputados. Nuevamente, mi intervención se
limitó a explicar algunos elementos del ritual fu­
nerario, y especialmente, el componente tempo­
ral de la muerte, entendiéndola como un proceso
social que por ende, no es igual en diferentes
culturas.

Cuando se aproximaba la culminación de la cau­
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sa judicial, comenzó la etapa de definición, con­
vocatoria y selección del jurado “intercultural”.8

Como ya se ha dicho, la intervención de un jura­
do popular fue consecuencia de la caratulación
del caso como homicidio en grado de tentativa,
correspondiendo que el 50% del jurado popular
perteneciera al mismo “entorno sociocultural” de
los acusados. Dado que la defensa ya había teni­
do éxito, en audiencias anteriores, en definir di­
cho entorno como mapuche, la cuestión pasó a
ser cómo identificar ciudadanos mapuches en el
seno de una ciudadanía que no acostumbra ex­
plicitar identidades étnicas en su interior ­invisi­
bilizando algunas, generalizando o proyectando
otras­ y que hace un lema del “crisol de razas”
entendido como borramiento interno de los di­
versos orígenes, más allá de que en la práctica,
la diferencia cultural o fenotípica sea socialmen­
te operativa. La delgada línea entre reconoci­
miento de la diferencia y discurso políticamente
incorrecto fue explotada por la querella y por
grupos de opinión que expresaron escándalo por
lo que señalaban como práctica “racista” y como
“retroceso social” de la justicia neuquina, que
pretendería señalar a determinados ciudadanos
como “diferentes al argentino medio”, amalga­
mando argentinidad con unidad étnica. Por otro
lado, los imputados temían que la “parte mapu­
che” del jurado, por error o por mala fe, no fuera
“realmente mapuche”, ya que depositaban su
confianza en un jurado que pudiera entenderlos
“de igual a igual”.

Por todo esto, la cuestión del jurado popular y la
demanda de interculturalidad dirigida al mismo
constituyó un proceso más desafiante en térmi­
nos ideológicos y éticos, y en mi caso particular,
más complejo en relación con las herramientas
que podía aportar como antropóloga. Personal­
mente, pienso y logré explicar que aún decepcio­
nando las expectativas de quienes creyeron que
desde la antropología se podía ayudar a identifi­
car quiénes cumplían o no con alguna definición
de “mapuche”, la posibilidad de construir una
lista de características a cumplir habría significa­
do un retroceso en dos niveles. No sólo respecto
de lo que los antropólogos sostenemos, al menos
desde Barth (1976), acerca de la flexibilidad de
los criterios identitarios, sino también en el con­
texto de las luchas de los propios pueblos origi­

narios, que vienen desde hace décadas recla­
mando el derecho al reconocimiento de su
existencia y de la vigencia de sus culturas tradi­
cionales, pero junto con ellas también el recono­
cimiento de las nuevas formas de ser indígena:
en la ciudad, con perspectiva de género, con di­
versidad ocupacional y vocacional, con diferen­
tes militancias políticas, con nuevos cultos reli­
giosos, etc. Si el reconocimiento de la hibridez
dentro de las identidades resultó exitosa justa­
mente cuando dejó de verse como hibridez, no
habría sido enriquecedor desarrollar criterios de
“pureza” para identificar quién es “realmente
mapuche” y podía ser convocado, o no.

Afortunadamente, el trabajo conjunto entre el
tribunal y las partes, permitió diseñar un breve
cuestionario basado en el autorreconocimiento,
que se agregó al que normalmente utiliza la
agencia judicial para convocar a los jurados. La
autoridad política mapuche local, el Consejo Zo­
nal Centro Ragiñce Kimvn, expresó que el poder
consignar un tuwvn y un kvpan –es decir, el ori­
gen familiar y el origen regional de la persona­,
junto con la autoadscripción, era el elemento
más importante a considerar para reconocer co­
mo mapuches a los ciudadanos, primeramente
convocados “por apellido”. Este mecanismo per­
mitió seleccionar seis titulares y seis suplentes
mapuche, que se sumaron a la otra mitad “no
mapuche”, para conformar el jurado que en no­
viembre de 2015 dio como veredicto la no cul­
pabilidad de los acusados.

La narración, algo prolongada, de este ejemplo
de aplicación del trabajo antropológico tiende a
plantear, en consonancia con Segato (2010), la
importancia de la escucha etnográfica, y más
aún en un campo como el de la llamada política
indígena, tan normalizada en el nombre de los
derechos universales y la modernidad. Me inte­
resa plantear también, la importancia de la refle­
xividad en el quehacer de la antropología llama­
da “aplicada” tanto como en la “investigación
pura”, no sólo para revelar lo que pudiera afectar
la objetividad de nuestro propio acercamiento,
sino también para esclarecer y prevenir las ten­
siones provenientes de las expectativas que los
otros sectores intervinientes tienen acerca de la
intervención antropológica.
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Notas

1 Política indigenista define a toda política de Estado referida a los que hoy llamamos Pueblos Originarios, inde­
pendientemente de su contenido axiológico; mientras que la política indígena refiere a la política de represen­
tación y estrategias de participación y/o autonomización de las organizaciones de militancia y/o colectivos de
pertenencia de los Pueblos Originarios.

2 Para una visión comparativa, ver Mato (2008) y Mihesuah (1998).
3 En los últimos años, parte de la política indigenista estatal consistió en el establecimiento de “espacios de par­

ticipación” dentro de la estructura burocrática nacional, donde los “representantes indígenas”, se espera “parti­
cipen” del gobierno, Así, existen “consejos de participación” o “mesas de trabajo” en el INAI, el INADI, la
AGN, la AFSCA, el Programa Médicos Comunitarios, la MEIB, el Ministerio de Cultura, la Cancillería, las
Secretarías de Derechos Humanos, de Ambiente, de Agricultura Familiar, etc.

4 A riesgo de obviar algunos, mencionaré a Colombres (1974), Serbin (1981), Carrasco (1991, 2002), Lazzari
(2002, 2004), Lenton (2005, 2015), Lenton y Lorenzetti (2005), Briones (ed.) (2005), Carrasco, Sterpin y
Weinberg (2006), Sterpin (2012), Mastrangelo (2006), Escolar (2007), Cuyul Soto y Davinson Pacheco (2007),
Castro (2008), Valverde (2010), Sciortino (2012), Nagy (2014), Briones (2015).

5 Para información detallada del proceso judicial y su contexto, recomiendo ver
http://www.amnistia.org.ar/relmu
https://www.youtube.com/watch?v=jQAkadkdHdU&index=1&list=PL­DzzVEpuZhFZYlsHggAMaYjWksHNVK7_
http://www.zumbido.com.ar/2015/10/cartago­tv­las­petroleras­contra­el­pueblo­mapuce/
http://www.8300.com.ar/2015/04/08/las­petroleras­contra­el­pueblo­mapuce­el­caso­winkul­newen/

6 Entre ellas, Defensoría del Pueblo de la Nación y de la Provincia de Buenos Aires, APDH Capital Federal y
APDH La Matanza, SERPAJ, Asociación de Abogados de Derecho Indígena, CEPPAS/GAJAT, Universidad
Nacional del Comahue, Consejo Directivo de la Facultad de Filosofía y Letras de la UBA, Colegio de Gradua­
dos en Antropología, Marcha Mundial de Mujeres, Pañuelos en Rebeldía, Consejo de Participación Indígena
del INAI, Consejo Zonal Centro de la Confederación Mapuche Neuquina, Movimiento Popular La Dignidad,
Movimiento Comunitario Pluricultural, QoPiWiNi, Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, Obispado de
Neuquén, ATE Neuquén, Amnistía Internacional, CONAMI, Fundación Rosa Luxemburgo, Mesa de Pueblos
Originarios de Bs. As. y CABA, Instituto de Culturas Aborígenes de Córdoba, Observatorio Petrolero Sur,
Asamblea Permanente del Comahue por el Agua, y otras agrupaciones sociales y sindicales.

7 Mi intervención en este proceso representó la continuidad con mi trabajo de más de 10 años en la región y en
esta comunidad en particular, a partir de la demanda de una familia mapuche de apoyo antropológico para la
elaboración de conceptos que ayudaran en su confrontación con las empresas petroleras. Este trabajo es des­
cripto en detalle en Lenton (2008). Por lo tanto, se trata de una década de trabajo académico, la mayor parte
del mismo solventado por la UBA y el CONICET, la que se entrega, junto con el conocimiento derivado, en
ocasión del trabajo en colaboración, que podríamos intentar calificar como “antropología aplicada”.

8 El entrecomillado de “intercultural” obedece a que es el término literal con que se lo difundió, sin que se co­
rresponda con el concepto antropológico de interculturalidad.
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